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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
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Accionante:

Antonio José Rojas González  

Accionados:

Caja de Vivienda Militar y de Policía y otros

Proceso:

Acción de Tutela 

Juzgado de Origen:
Cuarto Laboral del Circuito de Pereira

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

TEMAS:
VIVIENDA EN CONDICIONES DIGNAS / ES DERECHO ECONÓMICO, SOCIAL Y CULTURAL / ES DIGNO DE AMPARAR SI SE DEMUESTRA VULNERACIÓN DE OTROS DERECHOS DE RANGO FUNDAMENTAL / IMPROCEDENCIA GENERAL DE LA TUTELA PARA RESOLVER CONFLICTOS DE CARÁCTER ECONÓMICO.
El artículo 51 de la Constitución consagra el goce de la vivienda en condiciones dignas como un derecho económico, social y cultural del que son titulares todos los colombianos, siendo insistente la Corte Constitucional en que ésta garantía es susceptible de protección en la medida en que se adviertan comprometidos derechos de rango superior como la vida, el mínimo vital, y el debido proceso.
Adicionalmente, ha sostenido el alto Tribunal, que para amparar por vía de tutela el derecho a la vivienda debe verificarse: “(i) la inminencia del peligro; (ii) la existencia de sujetos de especial protección que se encuentren en riesgo; (iii) la afectación del mínimo vital; (iv) el desmedro de la dignidad humana, expresado en situaciones degradantes que afecten el derecho a la vida y la salud, y (v) la existencia de otro medio de defensa judicial de igual efectividad para lo pretendido. Con ello se concluirá si la protección tutelar procede”. (…)

El artículo 51 de la Constitución consagra el goce de la vivienda en condiciones dignas como un derecho económico, social y cultural del que son titulares todos los colombianos, siendo insistente la Corte Constitucional en que ésta garantía es susceptible de protección en la medida en que se adviertan comprometidos derechos de rango superior como la vida, el mínimo vital, y el debido proceso.
Adicionalmente, ha sostenido el alto Tribunal, que para amparar por vía de tutela el derecho a la vivienda debe verificarse: “(i) la inminencia del peligro; (ii) la existencia de sujetos de especial protección que se encuentren en riesgo; (iii) la afectación del mínimo vital; (iv) el desmedro de la dignidad humana, expresado en situaciones degradantes que afecten el derecho a la vida y la salud, y (v) la existencia de otro medio de defensa judicial de igual efectividad para lo pretendido. Con ello se concluirá si la protección tutelar procede”. (…)
Para lo que corresponde a la solución del problema jurídico planteado, debe decirse que resulta evidente que el fundamento de la acción impetrada por el actor no tiene relevancia constitucional, en la medida en que lo reclama por esta vía es el pago de un subsidio de vivienda, sin que le sean exigidos los requisitos previstos por la normatividad que regula el asunto, esto es, que reembolse los aportes que le fueron entregados al momento de retirarse de la Institución, lo que indica que se trata de un conflicto económico cuya solución se encuentre vedada a la jurisdicción constitucional…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, treinta de abril  de dos mil diecinueve
Acta N° 0         30 de abril de 2019
Procede la Sala Laboral No 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir la impugnación formulada por Antonio José Rojas González contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el día 14 de marzo de 2019, dentro de la acción de tutela que le promueve a la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía, a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Ministerio de Defensa.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:
Informa el señor Antonio José Rojas González que fungió como efectivo de la Policía Nacional durante 15 años, inicialmente prestando servicio militar obligatorio, luego en el grado de patrullero y finalmente como Subintendente; que fue retirado del servicio mediante Resolución No 01239 de abril de 2012; que acudió a la justicia contenciosa administrativa para que le fuera reconocida la asignación de retiro, pretensión que fue concedida por el Tribunal Administrativo de Risaralda en providencia de fecha 24 de enero de 2018; que una vez la Caja de Sueldos de retiro de la Policía Nacional dio cumplimiento a la orden judicial solicitó a la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía que acepte su afiliación, disponga los descuentos con destino a ahorros como lo establece la Ley, se reconozca su antigüedad, certifique el monto de los ahorros, intereses, compensación y demás que tiene en su cuenta individual y la fecha en que se hará efectivo el reconocimiento y pago del subsidio de vivienda, lo cual deberá hacerse sin dilaciones injustificadas.

Refiere que la entidad, luego de presentar un recurso de insistencia, procedió a informarle la procedencia de la recuperación de su condición de afiliado, permitiéndole el reintegro de $36.586.126.46 de 161 aportes correspondientes al periodo comprendido entre el ciclo de enero de 1999 y mayo de 2012, mes en el que se efectuó el retiro.  Igualmente le comunicó que debía realizar el pago de $422.468 equivalentes a 7 cuotas que se hacen necesarias para alcanzar el umbral mínimo de 168 con las que se hace efectivo el subsidio de vivienda.  Para tal pago se le confirió el término de 2 meses.

Refiere que la decisión de la entidad resulta arbitraría en el entendido que condiciona la obtención del beneficio al reembolso de los aportes que le fueron entregados, mismos que posteriormente serán reintegrados nuevamente, lo que a todas luces es un requisito caprichoso, que no está en capacidad de cubrir, pues no cuenta con los recursos económicos para ello, ni tiene capacidad de endeudamiento por ese monto; es padre cabeza de familia a cargo de sus dos hijas menores de edad y, luego de recibir el retroactivo producto de la sentencia judicial, canceló las deudas que tenía al momento quedando así sin opción de realizar el pago pedido por la entidad.

Refiere que el término conferido por la Caja para reintegrar los aportes venció incluso antes de que diera respuesta a la petición, en tanto que, debió el actor insistir en su petición para que fuera contestada en el mes de enero de 2019, cuando el lapso de 2 meses, feneció en noviembre de 2018, por lo tanto, lo único que procede es el reconocimiento del subsidio de vivienda que se reclama.

Señala que la actuación de la entidad accionada vulnera sus derechos fundamentales de igualdad ante la ley, debido proceso y a una vivienda digna por lo que solicita su protección por esta vía y en consecuencia que se ordene a la Caja Honor reconocer el subsidio de vivienda, una vez cancele la suma de $422.468 correspondiente a 7 cuotas, para lo cual tiene plazo hasta el 16 de marzo de 2019.
Como medida cautelar, solicito la suspensión del termino de dos meses del que dispone para pagar el monto anterior.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el cual, luego de admitirla corrió traslado por dos (2) días a la parte accionada a efectos de que ejerciera su derecho de defensa.

Mediante escrito de fecha 7 de marzo de 2019, la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional adujo que, en lo que respecta a esa entidad se presta una falta de legitimación en la causa por pasiva, en tanto no es la llamada a reconocer y pagar auxilios de vivienda, pues de tal labor se encarga la Caja Honor.  En consideración con lo anterior, solicitó su desvinculación al presente trámite.

La Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía –Caja Honor-, adujo en su oportunidad, respecto a los hechos que son de su competencia que el artículo 11 del Acuerdo 05 de 2017 estable que para recuperar la antigüedad perdida con ocasión de su desvinculación y posterior reconocimiento de la asignación de retiro, debe reintegrar  la suma cancelada por concepto de devolución de aporte, petición que en este caso fue elevada por el actor el 18 de junio de 2012, la cual le fue despachada favorablemente, desembolsándole el total consignado en su cuenta individual.

Refiere que para el reembolso, el artículo 19 de la Resolución No 083 de 2018, establece el término de dos (2) meses posterior al pago de las mesadas, permitiendo incluso contabilizar dicho lapso a partir de la aprobación de su afiliación y la autorización para el reintegro de los aportes.
En consideración con lo expuesto, considera que no ha vulnerado los derechos fundamentales del actor, ni evidencia que amerite la intervención del juez de tutela, en tanto no se acreditó la ocurrencia del perjuicio irremediable.

Mediante providencia de fecha 14 de marzo de 2019, el juzgado de conocimiento amparó los derechos fundamentales de petición y al debido proceso, en tanto que evidenció que la petición elevada por el actor el día 8 de octubre de 2018 –fl 27 ss-no fue atendida en su integridad, pues la Caja de Vivienda Militar y de Policía no aportó al actor la certificación relacionada con el “monto de ahorros intereses, compensación y demás que tiene  (…) en la cuenta individual” y tampoco se observa notificación de tal acto administrativo.

En consideración a ello, ordenó a la entidad, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas procediera a dar respuesta a la petición elevada por el accionante respecto a la certificación por él solicitada.
Inconforme con la decisión, la parte actora la impugnó trayendo a colación los argumentos expuestos al presentar la acción insistiendo en que las pretensiones de la acción no fueron analizadas por la a quo,  pues resolvió situaciones diversas a las que fueron identificadas como vulneradoras de sus derechos fundamentales.
Insiste respecto a la imposibilidad de cumplir con los términos previstos por la norma, toda vez que para cuando fue aceptado como afiliado ya se encontraban vencidos, por lo que la orden de tutela revive términos en contra de lo considerado por la Caja Honor en su respuesta, que resultó tardía y perjudicial para el accionante.
Sostiene que la regulación que le fue aplicada no corresponde a la que regulaba el asunto para el momento en que alcanzó el umbral de 168 cuotas mensuales para acceder al subsidio de vivienda.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿La orden de la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía de reintegrar el monto de los aportes entregados al momento del retiro de la Institución, con el fin de recuperar su antigüedad en la entidad y acceder al subsidio de vivienda, vulnera los derechos fundamentales del accionante?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.  De allí que se pregone que no fue concebida para ventilar conflictos de carácter económico.
Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

Es así que en sentencia T-9003-14 esa Alta Magistratura indicó:

“La Corte Constitucional ha entendido como regla general, que el único objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata y subsidiaria de los derechos fundamentales. De esta manera, se ha entendido que el presente mecanismo es improcedente para dirimir conflictos de naturaleza económica que no tengan trascendencia iusfundamental, pues la finalidad del amparo constitucional es servir de instrumento de salvaguarda iusfundamental, más no como mecanismo encaminado a resolver controversias de estirpe contractual y económico, por cuanto para esta clase de contiendas, existen en el ordenamiento jurídico las respectivas acciones y recursos judiciales previstos por fuera de la jurisdicción constitucional. Los únicos casos en que excepcionalmente la acción de tutela pueda llegar a desatar pretensiones y conflictos de tipo económico o contractual, es porque consecuencialmente concurre la defensa de una garantía fundamental, de manera que, para lograr su efectiva protección, el juez de tutela debe definir aquellas controversias”.
2. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.

3. DEL DERECHO A LA VIVIENDA EN CONDICIONES DIGNAS.

El artículo 51 de la Constitución consagra el goce de la vivienda en condiciones dignas como un derecho económico, social y cultural del que son titulares todos los colombianos, siendo insistente la Corte Constitucional en que ésta garantía es susceptible de protección en la medida en que se adviertan comprometidos derechos de rango superior como la vida, el mínimo vital, y el debido proceso
. 
Adicionalmente, ha sostenido el alto Tribunal, que para amparar por vía de tutela el derecho a la vivienda debe verificarse: “(i) la inminencia del peligro; (ii) la existencia de sujetos de especial protección que se encuentren en riesgo; (iii) la afectación del mínimo vital; (iv) el desmedro de la dignidad humana, expresado en situaciones degradantes que afecten el derecho a la vida y la salud, y (v) la existencia de otro medio de defensa judicial de igual efectividad para lo pretendido. Con ello se concluirá si la protección tutelar procede”
.  
4. DERECHO A LA IGUALDAD

La jurisprudencia constitucional ha establecido que el principio de igualdad constitucional, consagrado de manera expresa en el artículo 13 de la Carta, impone la obligación a todas las autoridades del Estado de proteger y suministrar el mismo trato a las personas sin distingo de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica; sin embargo, el ejercicio de tal garantía no implica la prohibición expresa de que puedan establecerse diferencias.  

En efecto, el principio de igualdad constitucional no excluye el trato diferenciado, por lo tanto, la igualdad en sí concebida no se traduce en la obligación automática del legislador de asignar a todos los asociados idéntico tratamiento jurídico, porque no todos ellos se encuentran colocados dentro de similares situaciones fácticas ni en iguales condiciones personales.

5. CASO CONCRETO
De acuerdo con el relato fáctico, el actor se duele de la decisión de la entidad accionada de reconocerle la calidad de afiliado a la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía, pero condicionar su antigüedad al reintegro de los aportes que con ocasión de su retiro de la Institución le fueron entregados a petición que radicara el 28 de junio de 2012.

Hoy luego de obtener por vía judicial el reconocimiento de la asignación de retiro, busca que se le conceda el subsidio de vivienda que otorga la entidad, exigiendo únicamente la acreditación de 168 cuotas sin disponer reembolso alguno, pues estima que es una exigencia desproporcionada, que no puede cumplir en la actualidad, pues no cuenta con la suma exigida como tampoco con los medios para obtenerla.
Para lo que corresponde a la solución del problema jurídico planteado, debe decirse que resulta evidente que el fundamento de la acción impetrada por el actor no tiene relevancia constitucional, en la medida en que lo reclama por esta vía es el pago de un subsidio de vivienda, sin que le sean exigidos los requisitos previstos por la normatividad que regula el asunto, esto es, que reembolse los aportes que le fueron entregados al momento de retirarse de la Institución, lo que indica que se trata de un conflicto económico cuya solución se encuentre vedada a la jurisdicción constitucional, pues como se indicó con anterioridad ante esta se reclama la protección de garantías fundamentales y no de otra índole.

Ahora, lo que el actor pretende hacer ver como requisitos exagerados que le impiden acceder al subsidio de vivienda, no es más que el cumplimiento de las disposiciones contenidas en el artículo 11 del  Acuerdo 05 de 2017
 y en la Ley 973 de 2005, en el que se establece con total claridad los requisitos y el procedimiento que debe observar con el fin de recuperar la calidad de afiliado.

Es así entonces que, existiendo un trámite previamente establecido para lograr hacer efectivo el derecho económico que reclama, lo que correspondía era solicitar el retorno en calidad de afiliado a la Caja de Vivienda Militar y de Policía y consignar el valor de los aportes entregados en el año 2012 dentro de los dos meses siguientes a la data en que le fue aceptada su solicitud de reingreso de manera definitiva, esto es, el 19 de marzo de 2019 –fls 5 y ss del cuaderno de segunda instancia, conforme señala la entidad que lo ha permitido en los casos en que los reembolsos corresponden a sumas considerables como es el caso del señor Rojas González –fl 70 vto parte final-.  Lo anterior quiere decir que aún se encuentra en términos para cumplir con el requisito exigido.
Ahora, si el actor estima las disposiciones que regulan el asunto no le son aplicables o resultan desproporcionadas o ilegales, lo que corresponde es iniciar la acción contenciosa pertinente para demandar los actos administrativos que las contemplan.  Igual proceder deberá considerar, si igual juicio merece la actuación administrativa que adelantó la Caja Honor al imponerle el cumplimiento de las mismas.
Así las cosas, advirtiendo que no resulta procedente por este medio disponer el reembolso de la suma reclamada por la accionada, dado que la acción de tutela no fue prevista para satisfacer pretensiones económicas, ni para suplir trámites administrativo o revivir términos, además de no advertir la vulneración de los derechos fundamentales que se reprochan vulnerados, la protección reclamada debe negarse, respecto a los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y vivienda digna.

Respecto al derecho de petición que tuteló la juez de la instancia, cabe señalar que en esta instancia procesal se acreditó el cumplimento de la decisión, en tanto se evidencia que al actor le fue contestada la petición elevado el 8 de octubre de 2018, respecto a la certificación de su estado de cuenta individual, el monto de ahorros e intereses  -fl 5 y ss del cuaderno de segunda instancia-.  

En ese sentido, la decisión de primer grado será revocada por haberse restablecido el derecho de petición conculcado por la accionada.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR los ordinales SEGUNDO Y TERCERO de  la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, el día 14 de marzo de 2019, por haberse reestablecido el derecho de petición conculcado por la CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR Y DE POLICÍA.
SEGUNDO: NEGAR la protección de los derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO, IGUALDAD y VIVIENDA DIGNA solicitada por el señor ANTONIO JOSÉ ROJAS GONZÁLEZ.

TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


CUARTO: ENVIAR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
� Ver. T-1091/05, T-011 de 1998, T-585/08 y T-569/09.


� Ver T-203 de 1999, T-125/08, T-432-09, T-569/09, T-027/10, T-323/10 y T-657/10.


� Artículo 11. Recuperación de la calidad de afiliado para solución de vivienda por reconocimiento posterior de pensión o asignación de retiro.


El personal que pierda la calidad de afiliado para solución de vivienda por retiro del servicio activo del Ministerio de Defensa Nacional, de las Fuerzas Militares o de la Policía Nacional, sin derecho a asignación de retiro o pensión, y posteriormente se le reconozca alguna de las prestaciones antes mencionadas, recuperará su condición de afiliado; su obligación de aportar iniciará desde la fecha en que se reconoce el disfrute de pensión o asignación de retiro, y contará con el término de tres (3) meses, a partir de la fecha de ejecutoria o comunicación del acto administrativo que le reconoce la prestación, para solicitar a la Entidad la liquidación de las cuotas dejadas de aportar.


Se tendrá en cuenta la comunicación del acto administrativo solo para los casos en que el reconocimiento pensional se haya dado en acatamiento a un fallo judicial, en los demás será indispensable la ejecutoria del acto administrativo.


Quienes recuperen la calidad de afiliados podrán mantener la antigüedad alcanzada en la primera etapa de su afiliación, siempre y cuando no haya efectuado el trámite de devolución de aportes, o habiendo retirado dichos recursos, los reintegre aumentado con el valor correspondiente al número de las cuotas de ahorro mensual obligatorio dejadas de aportar, liquidadas sobre la asignación de retiro o pensión reconocida.


La consignación de los valores liquidados se deberá realizar dentro de los dos (2) meses siguientes al recibo de la comunicación de autorización emitida por la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía.
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